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Acta No. 19 de enero 27 de 2009
Decide la Sala el recurso de apelación que presentó el demandante contra la sentencia proferida por el Juzgado Quinto Civil del Circuito de la ciudad, en el proceso ordinario de responsabilidad civil extracontractual que José Abelardo Molina Dávila le promovió a Líneas Pereiranas S.A. “LIPSA”.

ANTECEDENTES 
Acudió José Abelardo Molina Dávila, por medio de apoderado judicial, a demandar a Líneas Pereiranas S.A., con el propósito de que se declarara a esta sociedad civilmente responsable de los daños que le fueron causados por un vehículo afiliado a la empresa, y se le condenara a pagarle los perjuicios materiales (daño emergente, lucro cesante, perjuicios fisiológicos y secuelas y deformidades definitivas) causados, así como las costas del proceso. 

Adujo, en síntesis, que el 12 de julio de 1997, a las 19:00 p.m., se desplazaba por el carril derecho conduciendo la motocicleta de placas SHE-54, en el corregimiento de Altagracia, cuando de repente recibió un fuerte impacto que lo dejó inconsciente y al despertar en el Hospital San Jorge de Pereira supo que había sido atropellado por el vehículo de placas WHF-973, taxi afiliado a la empresa demandada, conducido por Jhon Mario Bonilla Giraldo, quien irresponsablemente en una curva adelantó un vehículo escalera; que a raíz del suceso sufrió graves lesiones que le dejaron secuelas y deformidades que le impiden trabajar o desarrollar cualquier actividad laboral, particularmente las relacionadas con el agro, a las que estaba acostumbrado; que las lesiones fueron causadas en su brazo derecho y, además, la motocicleta sufrió daños que a la fecha de presentación de la demanda no habían podido ser reparados, así que se vio obligado a alquilar un vehículo similar para movilizarse o conseguir otro medio, a un costo de seis mil pesos diarios desde la fecha del accidente.

Pasó luego a describir las indemnizaciones que se reclaman, que también cuantificó.

Señaló, por último, que agotó la conciliación previa en la Fiscalía y que no demandó perjuicios morales porque el Juez Penal impuso esa condena; que Líneas Pereiranas S.A. está legitimada por cuanto el vehículo estaba afiliado a ella. 

Admitida la demanda con auto del 11 de octubre de 2004 y notificada la demandada, por intermedio de mandatario judicial le dio respuesta en la que aceptó unos hechos totalmente, otros en forma parcial y los demás los remitió a prueba; se opuso a lo pretendido y formuló las excepciones que nominó “no certeza del daño” y “prescripción extintiva”. Por otro lado, denunció el pleito y llamó en garantía a Gloria Inés Duque Tabares y Francisco Arboleda Hernández; sin embargo, la oportunidad para que ellos comparecieran precluyó.
Corrido el traslado de las excepciones y practicada la audiencia de que trata el artículo 101 del C.P.C., se decretaron las pruebas pedidas y se practicaron en la medida de colaboración de las partes, a las que se les dio luego la oportunidad para alegar, derecho del que hizo uso el actor.  Sobrevino la sentencia que fue desfavorable al actor.

Dijo el juzgado, para negar lo pedido, que no se probó el daño y que sin él no es viable la responsabilidad civil; que las afirmaciones que contiene la demanda no se demostraron, porque no hay evidencia de que los mismos se hubieran causado en el accidente ocurrido el 12 de julio de 1997, ni con las copias auténticas de la sentencia penal de segunda instancia ni con las de las incapacidades médicas; y en cuanto al dictamen pericial no se pueden admitir las manifestaciones y los documentos presentados por los peritos, porque no fueron decretados como pruebas y no es ese medio probatorio el idóneo para introducir otras pruebas al proceso. 
Insatisfecho el demandante apeló porque, en su sentir, los elementos de la responsabilidad civil están suficientemente acreditados, incluyendo los perjuicios.

Concedido el recurso y admitido en esta sede, surtidos los traslados respectivos se procede ahora a decidir lo pertinente, previas estas: 

CONSIDERACIONES

La decisión será de fondo porque concurren los presupuestos procesales y no se advierte ninguna causal de nulidad, a lo que se suma que nada se discute sobre la legitimación del demandante y la demandada.
Se trata de dilucidar en este caso, si el daño cuyo resarcimiento pretende el actor fue demostrado como lo sostiene en su impugnación, o no, según argumenta el juzgado en la sentencia.
Para ese fin tiene que destacarse que el fallo de primera instancia discernió sobre las varias situaciones que respecto de la responsabilidad civil extracontractual se presentan y al descender a lo que es el objeto de esta litis señaló, acertadamente, que la conducción de vehículos automotores está catalogada como una actividad peligrosa en la que, de acuerdo con lo previsto por el artículo 2356 del Código Civil, la culpa se presume y a la víctima le corresponde probar sólo el daño y el nexo causal.
También precisó que cuando concurren en un mismo hecho dos actividades de ese linaje la presunción de culpa tiende a desvanecerse y quien pretenda una indemnización debe probarla, en cuyo caso son varios los elementos sobre los que se edifica la responsabilidad civil extracontractual: (i) el hecho culposo; (ii) el daño; y (iii) el nexo causal entre aquél y éste.

Y al abordar de fondo la cuestión se dedicó de manera exclusiva a desechar las pretensiones porque no fue demostrado el segundo de esos requisitos, esto es, el daño, como quiera que no existe prueba que indique que las lesiones que el demandante adujo en su demanda fueron producidas en el accidente ocurrido el 12 de julio de 1997.
Pues bien, para llevar el orden de esos presupuestos hay que destacar, primeramente, que el hecho fue suficientemente acreditado, y que la responsabilidad del mismo se le atribuyó a un agente de la sociedad demandada. En efecto, fueron traídas copias de la sentencia de segunda instancia proferida por el Juzgado Quinto Penal del Circuito de esta ciudad que refieren que el 12 de julio de 1997 ocurrió el accidente de tránsito en el que se vieron involucrados los vehículos conducidos por José Abelardo Molina Dávila (motocicleta de placas SHE-64) y Jhon Mario Bonilla Giraldo (taxi de placas WHF-973, afiliado a Líneas Pereiranas S.A.), circunstancia por demás admitida por la demandada en la respuesta.
Esa misma sentencia declaró, después de analizar el recaudo probatorio, que el accidente ocurrió por culpa del señor Bonilla Giraldo, conductor del vehículo de servicio público, que fue por ello condenado por el delito de lesiones personales culposas. 
Declarada esa responsabilidad por la justicia penal no podría ahora la justicia civil desconocer su validez; todo lo contrario, ella sirve de punto de partida para el análisis de los otros elementos enunciados. 
Particularmente en lo que concierne al daño, entendido éste como “el menoscabo de las facultades jurídicas que tiene una persona para disfrutar de un bien patrimonial o extrapatrimonial” 
, contrario a lo que aduce el juzgado es evidente que se causó, porque de no haber sido así la decisión penal seguramente hubiera sido distinta; si no se causan lesiones personales, que llevan implícito un daño, ninguna responsabilidad podría declararse, porque entonces fallaría el tipo penal. Una cosa es que allí no se hubieran aportado las pruebas necesarias para su valoración que es lo que condujo a que el juez penal no impusiera perjuicios materiales y otra bien distinta que el daño no se hubiera acreditado.
Tal vez lo que quiso decir el juzgado en la sentencia que se revisa es que no se probó el nexo causal entre el hecho culposo y el daño cuya reparación se reclama, si lo que sostiene es que se desconoce si las lesiones que el demandante reporta en su demanda fueron causadas en el accidente del 12 de julio de 1997 que es el que nos ocupa, deducción en la que, en sentir de la Sala, no acertó, por lo menos en su totalidad.
Se afirma así, porque en el mismo fallo proferido por la justicia penal se dijo, entre otras cosas, que con el comportamiento que asumió el conductor del taxi “se rompió el principio de la confianza en virtud del cual quien se comporta en el tráfico de acuerdo con la norma, puede y debe confiar que todos los participantes en él también lo hagan… aunque parezca simple fue ese hecho desencadenante del resultado ya conocido por todos; es decir, las lesiones del señor Abelardo Molina Dávila…” (f. 15, c. 1), lo que indica, a las claras, que sí se produjo el daño, mas como allí no se pudo cuantificar, estaba expedita la vía civil para lograr ese cometido. Es más, en la respuesta a la demanda la primera excepción propuesta se opone solamente al reconocimiento de los perjuicios derivados del daño emergente (reparación de la moto) y los fisiológicos, pero no a los demás. 
Veamos, pues, qué reclama el demandante. Por un lado perjuicios materiales que los dividió en daño emergente y lucro cesante; aquél lo cuantificó en la suma de $134.952,oo, por concepto de los daños causados a la moto que conducía; éste lo fraccionó y pidió la actualización con el IPC de esa suma anterior; además, señaló que se debe reconocer un salario mínimo legal mensual vigente actualizado, incrementado en un 25% por prestaciones sociales, desde el 12 de julio de 1997 hasta cuando se realice el pago, la suma de $6.000,oo diarios también incrementada con el IPC desde esa misma fecha hasta cuando se satisfaga la obligación derivados del pago que tuvo que hacer para transportarse en otros vehículos diariamente y lo que denominó secuelas y deformidades definitivas. Por el otro, pidió el reconocimiento de perjuicios fisiológicos que son, en realidad, extrapatrimoniales.

Respecto del detrimento causado a la motocicleta que conducía el actor el día del accidente sí coincide la Sala con las apreciaciones del juez de primer grado, porque no se cuenta con ningún soporte que permita deducir que los daños relacionados por el perito, además del deterioro por el paso del tiempo, fueron los que se produjeron en ese acto; no basta la cuantificación propia, hecha en la demanda, ni la del perito, que se limita a observar el objeto y a determinar unos valores, para concretar la reparación material que pudiera ser procedente. La tarea del perjudicado debió ir más allá, es decir, señalar en el libelo inicial en qué consistieron las averías causadas al vehículo y a continuación probar que ellas fueron ciertas, porque es de la certeza que depende la existencia del daño para ser indemnizable. Para ese cometido no bastaba hablar genéricamente de un valor, ni allegar las cotizaciones que fueron presentadas al juez penal (f. 36 y 37), porque, además de que estos no tienen mérito probatorio ya que no son auténticos y no tienen contenido declarativo, tampoco demuestran el menoscabo de la motocicleta por causa del accidente.  Estuvo bien, entonces, que se negara el daño emergente pedido. 

Ahora bien, como el lucro cesante mencionado en el literal B) del acápite de los perjuicios materiales, se hizo depender de la prosperidad de ese daño emergente, como que se trata de su actualización monetaria, también estaba llamado al fracaso. 
Otro tanto cabe decir del lucro cesante que se reclama a razón de $6.000,oo diarios ya que, según el demandante, debió utilizar otros vehículos para desplazarse dentro y fuera de la ciudad.  Nadie desconoce la necesidad de que una persona pueda movilizarse, como tampoco la realidad de que muchos requieren para ello un medio de transporte motorizado. Pero se insiste, el daño no se prueba con simples afirmaciones; era carga del actor hacerle ver al juez cuál es su rol de vida, si en realidad le era necesario ese desplazamiento y, más que eso, si era verdad que diariamente gastaba por lo menos $6.000,oo diarios en transporte. Y en este proceso la orfandad probatoria es evidente, por lo menos para acreditar estos hechos, si bien no se acudió a los testimonios de personas que pudieran dar cuenta de ellos y la documental allegada en nada contribuyó a esclarecerlos.  
Nada distinto se puede decir del perjuicio fisiológico, si es que éste se entiende en su verdadera dimensión hoy como un daño a la vida de relación, respecto del cual ha dicho la jurisprudencia reciente que se caracteriza porque: 

“a) tiene naturaleza extrapatrimonial o inmaterial, en tanto que incide o se proyecta sobre intereses, derechos o bienes cuya apreciación es económicamente inasible, por lo que no es dable efectuar una mensura que alcance a reparar en términos absolutos la intensidad del daño causado; b) adquiere trascendencia o se refleja sobre la esfera externa del individuo, situación que también lo diferencia del perjuicio moral propiamente dicho; c) en las situaciones de la vida práctica o en el desenvolvimiento que el afectado tiene en el entorno personal, familiar o social se manifiesta en impedimentos, exigencias, dificultades, privaciones, vicisitudes, limitaciones o alteraciones, temporales o definitivas, de mayor o menor grado, que él debe soportar o padecer, las cuales, en todo caso, no poseen un significado o contenido monetario, productivo o económico; d) no sólo puede tener origen en lesiones o trastornos de tipo físico, corporal o psíquico, sino también en la afectación de otros bienes intangibles de la personalidad o derechos fundamentales, e incluso en la de otro tipo de intereses legítimos; e) según las circunstancias de cada caso, puede ser sufrido por la víctima directa de la lesión o por terceros que igualmente resulten afectados, como, verbigracia, el cónyuge, el compañero o la compañera permanente, los parientes cercanos o los amigos, o por aquélla y éstos; f) su reconocimiento persigue una finalidad marcadamente satisfactoria, enderezada a atemperar, lenificar o aminorar, en cuanto sea factible, los efectos negativos que de él se derivan; y g)  es una noción que debe ser entendida dentro de los precisos límites y perfiles enunciados, como un daño autónomo que se refleja en la afectación de la actividad social no patrimonial de la persona, vista en sentido amplio, sin que pueda pensarse que se trata de una categoría que absorbe, excluye o descarta el reconocimiento de otras clases de daño - patrimonial o extrapatrimonial - que posean alcance y contenido disímil, ni confundirlo con éstos, como si se tratara de una inaceptable amalgama de conceptos, puesto que una indebida interpretación conduciría a que no pudiera cumplirse con la reparación integral ordenada por la ley y la equidad, como infortunadamente ha ocurrido en algunos casos, en franco desmedro de los derechos que en todo momento han de asistir a las víctimas”. 
 
De lo que se trata, pues, es de la trascendencia al mundo exterior que respecto de la víctima tiene el daño causado; más que su dolor interno (que es perjuicio moral), es la insatisfacción diaria por ver menguadas sus posibilidades de desenvolvimiento social, familiar y personal.  Si bien en casos extremos o muy evidentes, en los que la persona se ve afectada por la desfiguración del rostro, o por la imposibilidad de atender sus necesidades básicas en forma directa, o debe someterse a su desplazamiento en una silla de ruedas, o queda con una cicatriz de tal magnitud que sea objeto de burla o le impida comunicarse como regularmente lo hacía con sus semejantes, o no puede reír, pasear, acostumbrar los sitios de antes, asistir a fiestas o agasajos, o tantas otras circunstancias que ofrece la vida y que la hacen más placentera, puede presumirse el daño a la vida de relación, en otros eventos, como éste, en el que la pérdida de la capacidad laboral del demandante es mínima, y el dictamen de la Junta de Calificación no le otorgó ningún porcentaje a las minusvalías que se pudieran derivar de su orientación, independencia física, desplazamiento e integración social,  y, además, no se aportó ninguna prueba tendiente a demostrar que por causa de la lesión en su brazo el actor hubiese cambiado su rol de vida, o se le ha hecho imposible o dificultado desenvolverse en los ámbitos arriba señalados, tal presunción no tiene cabida.  

Es más, lo que aduce el accionante es que por la disminución de la movilidad en su muñeca ha perdido la felicidad y la alegría porque se ve afligido de manera permanente, lo que se traduce en un dolor propio, interno y, por tanto, relacionado con el perjuicio moral que no fue reclamado. 

En lo que respecta a las denominadas “SECUELAS Y DEFORMIDADES DEFINITIVAS”, estima la Sala que ellas estás relacionadas con el lucro cesante que por separado se reclama y que, salvo que se hubiera demostrado que con ellas se afectó la vida de relación, no pueden ser tratadas de manera independiente, lo que implica que también fue un acierto que se negara algún reconocimiento por este concepto.

Pero en lo que sí no está de acuerdo la Sala es en el manejo que el juez de primera instancia le dio al lucro cesante (pasado y futuro) reclamado por el señor José Abelardo Molina Dávila. Y no lo está, por la evidente razón de que su ocurrencia está demostrada: se sabe que existió el accidente de tránsito, que la responsabilidad fue del conductor del taxi implicado y que por ello fue condenado penalmente por el punible de lesiones personales.  También se tiene certeza de que de ese accidente se derivaron unas lesiones, todo lo cual se desprende de la providencia penal arriba mencionada. 

Y si ello es así, ¿cómo volver la espalda a la realidad probatoria para decir que no se sabe si la pérdida de la capacidad laboral reportada en el expediente fue producto de ese suceso cuando, entre otras cosas, ni la misma demandada se opuso a esa pretensión, según quedó dicho?.  No; probado como estaba el daño, era obligación del juez acudir, porque así lo manda hoy por hoy el artículo 16 de la Ley 446 de 1998, a buscar su reparación integral echando mano de las pruebas que fueron oportunamente allegadas. 

Y es que no puede desconocerse el valor que tiene en este caso el dictamen emitido por la Junta de Calificación de Invalidez (f. 38 a 41, c. 1), que no solo fue aportado en el proceso penal, sino que el mismo juez dispuso que se incorporara como prueba en este proceso (f. 106, c. 1) y no fue controvertido, ni allí, ni aquí.  

Ese examen obedeció, dijeron los expertos, a que José Abelardo “al ser atropellado por automotor sufrió fractura de radio y ulna (sic)derecha quedando con secuelas de movilidad… Hubo trauma encefálico leve sin secuelas…” (f. 40); y ya antes, bajo el numeral 5.3. coincidiendo las fechas allí anotadas con la época del accidente, se había señalado que de acuerdo con los exámenes practicados presentaba fractura de cúbito y radio y trauma encefálico leve.  
Y nótese que la primera incapacidad que se le otorgó por 90 días data del 12 de julio de 1997, por causa de la fractura que recibió en su brazo ese día, la que fue prorrogada luego por otros 60 días. Los documentos que las respaldan (f. 37, c. 1), expedidos por médicos adscritos al Hospital Universitario San Jorge de Pereira, públicos por lo tanto, no mienten y han debido ser tenidos en cuenta para la valoración del daño patrimonial. 

También ha debido considerarse el que reposa a folio 42, que es de contenido declarativo y respecto del cual no se pidió su ratificación; y aunque no se le diera valor, para tasar el perjuicio, ya que no existe prueba que demuestre que el demandante fuera persona improductiva, bien podía acudirse a la presunción de que devengaba por lo menos el salario mínimo legal.  

Por fortuna, así lo concibió el perito designado por el juzgado que en su experticia tuvo en cuenta ese apoyo probatorio (f. 1 a 9, c. 3), que le sirvió para concluir que el daño material infligido al demandante por concepto de lucro cesante pasado y futuro valía $18.677.054,oo, trabajo que puesto en consideración de las partes no fue objeto de ninguna crítica, lo que ratifica aún más la posición que la misma demandada asumió desde la respuesta a la demanda de no controvertir la reclamación de perjuicios materiales en esta modalidad, salvo por los efectos de la prescripción, que es asunto que luego se ventilará. 
De manera que frente a esas pruebas no era posible negar el reconocimiento del perjuicio patrimonial reclamado en la modalidad de lucro cesante y, por tanto, la sentencia tiene que ser revocada, en ese sentido para imponer la condena que corresponda que, acudiendo a las mismas fórmulas utilizadas por el perito, tiene que actualizar la Sala a la fecha de esta sentencia. 

En ese sentido, y siguiendo, se insiste, el derrotero que trae el dictamen, incluso en lo relacionado con el salario tenido en cuenta por el auxiliar (que para el presente año es del orden de los $496.900,oo) adicionado con el factor prestacional -dado que la actualización del que pudo haber devengado la víctima al momento del accidente actualizado a la fecha resultaría inferior al mínimo legal mensual vigente, con lo que se acoge lo que señala la jurisprudencia sobre el particular 
-,  el lucro cesante pasado se cuantifica, entre el 12 de julio de 1997 y el 12 de enero de 2009, en $20’791.629,19; y el futuro, a partir del 13 de enero de 2009 y hasta la edad probable de vida del señor Molina Dávila, en $ 6’944.427,90.
A ello no se oponen las excepciones propuestas por la demandada.  La primera, relacionada con la falta de certeza del daño, ni siquiera requiere análisis porque lo que se buscaba era derruir las pretensiones atinentes al daño emergente y al perjuicio fisiológico que, ya se dijo, no podían ser reconocidos. 

Y la segunda, esto es, la prescripción extintiva, no tiene cabida en este caso concreto, porque el artículo 2358 del C. Civil se refiere a la prescripción trienal de las acciones de responsabilidad civil extracontractual por el hecho ajeno; pero para el caso, a Líneas Pereiranas S.A., le cabe la responsabilidad directa en la causación del daño, como quiera que aceptó que para la fecha del accidente tenía bajo su guarda el vehículo con el que se produjo. Además, se trata de una situación en la que se desarrollaban actividades peligrosas, una y otra circunstancias que no quedan cobijadas por esta norma, sino por la regla general de prescripción que hoy en día es de diez años, lapso que, por supuesto, no alcanzó a correr entre la fecha del suceso (julio 12 de 1997) y la de presentación de la demanda (septiembre 28 de 2004). Se declarará, por tanto, no probada. 
Recapitulando se tiene que la sentencia será revocada para, en su lugar, declarar no probada la excepción de prescripción propuesta y a Líneas Pereiranas S.A. extracontractualmente responsable de los daños infligidos al señor José Abelardo Molina Dávila; en tal virtud, se le condenará al pago des las sumas referidas por concepto de perjuicios materiales.  Las demás pretensiones se negarán.

Frente a este resultado, las costas de primera y segunda instancia serán a cargo de la demandada y a favor del demandante, en un cincuenta por ciento. 

DECISIÓN

En consonancia con lo dicho, la Sala Civil Familia del Tribunal Superior de Pereira, administrando justicia en nombre de la República y por autoridad de la Ley, REVOCA la sentencia proferida por el Juzgado Quinto Civil del Circuito de la ciudad, en el proceso ordinario de responsabilidad civil extracontractual que José Abelardo Molina Dávila le promovió a Líneas Pereiranas S.A. “LIPSA”.  En su lugar:

1. 
Se declara no probada la excepción de prescripción propuesta por la demandada.

2.
Se declara a Líneas Pereiranas S.A. extracontractualmente responsable de los daños causados al señor Molina Dávila en el accidente ocurrido el 12 de julio de 1997.

3.
Se condena a la demandada a pagar al demandante la suma actualizada a la fecha de $20’791.629,19 por concepto de lucro cesante pasado y de $6’944.427,90 a título de lucro cesante futuro.
Se niegan las restantes pretensiones.

Costas de primera y segunda instancia, en un cincuenta por ciento (50%), a cargo de la demandada y a favor del demandante. 

Notifíquese

Los Magistrados

JAIME ALBERTO SARAZA NARANJO

FERNÁN CAMILO VALENCIA LÓPEZ 

CLAUDIA MARÍA ARCILA RÍOS
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